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SUCESIÓN / OBJECIÓN INVENTARIOS / LA CAUSA DEL TÍTULO O ADQUISICIÓN PRECEDIÓ A LA DISOLUCIÓN DE LA SOCIEDAD CONYUGAL POR MUERTE EN 1 INMUEBLE Y EN LOS OTROS 2 SE DIO DESPUÉS / CONFIRMA / “Las normas contenidas en el libro 4º, título XXII, capítulos I a IV del Código Civil, permiten la previa celebración de convenciones entre los cónyuges sobre los bienes que aportan a la sociedad conyugal y a las concesiones y donaciones que se quieran hacer el uno al otro, de presente o futuro. Si guardan silencio sobre ese punto, por ministerio de la ley quedan sometidos al sistema de sociedad conyugal.”

(…)

“De acuerdo con las pruebas atrás citadas, la señora Regina María Giraldo Gómez adquirió, el 10 de septiembre de 1989, a título de venta, la nuda propiedad, junto con sus hermanos, sobre el inmueble conocido como “Las Margaritas y San Francisco” y el 25 de julio de 1991, con la muerte de la vendedora, su madre, la señora Margarita de Jesús Gómez Ramírez, se consolidó la propiedad. Es decir, todo ello acaeció en vigencia de la sociedad conyugal que tuvo con el causante, la que se disolvió con su fallecimiento, hecho acaecido el 9 de junio de 1992. Por ende, se trataba de un bien social.

Producida esa disolución, por escritura pública otorgada el 30 de septiembre de 1998, el referido bien se englobó con otros, de distintos propietarios; en ese mismo instrumento público, aquel que resultó de la unión se dividió entre todos ellos y correspondió a la citada señora, en adjudicación, una porción del mismo, al que se le otorgó la matrícula inmobiliaria No. 293-19766.

Esa situación, propiciada por la cónyuge sobreviviente, no justifica excluirlo de los inventarios, pues sin desprenderse del dominio sobre el derecho que tenía sobre aquel que había adquirido en vigencia de la sociedad conyugal, lo incluyó, luego de la disolución, en el acto por medio del cual se englobó con otros, para inmediatamente partir el que surgió de ese englobe.”

(…)
En efecto, como fue en vigencia de la sociedad conyugal que la cónyuge del causante obtuvo la propiedad de un inmueble, en común y proindiviso con sus hermanos, el que luego de disuelta englobó con predios de otras personas, para partirlo y recibir en adjudicación una porción del que surgió, precisamente el que se denunció como activo social, puede decirse que la causa de este último derecho se generó en  vigencia de la referida sociedad y por tanto, a ella pertenece.

(…)

“Por su parte, la mandataria judicial de la menor Juliana Jaramillo Marín  está inconforme con la exclusión del inventario de los bienes identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 290-117611 y 290-117590 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, porque según ella, se repite, fueron adquiridos por la cónyuge supérstite cuando aún no se había liquidado la sociedad conyugal que había formado con el causante Carlos Enrique Jaramillo Álzate y porque asegura, los obtuvo con dineros producto de la administración de los bienes relictos.

De acuerdo con las pruebas recogidas en el plenario y que se relacionaron en otro aparte de esta providencia, los referidos inmuebles fueron adquiridos por la cónyuge sobreviviente después de disuelta la sociedad conyugal que tuvo con el causante, pues este hecho se produjo con su muerte acaecida el 9 de julio de 1992, mientras que los inmuebles los adquirió la citada señora por medio de las escrituras públicas Nos. 771 del 10 de marzo de 1997 y 459 del 4 de agosto siguiente.

Y no puede acogerse el argumento de la impugnante en cuanto considera que a la sociedad conyugal pertenecen porque para cuando la citada  señora los compró no se había aun liquidado tal sociedad, pues de acuerdo con los argumentos que a esta providencia se han traído, con la muerte del causante aquella se disolvió y surgió una comunidad, integrada por el activo y el pasivo social, que es menester liquidar. 

Además, porque no se está frente a situación con la que consagra el artículo 1793 del Código Civil, atrás transcrito.

En conclusión, los referidos bienes fueron adquiridos por la señora Regina María Giraldo Gómez con posterioridad a la fecha en que se disolvió la sociedad conyugal y como no se probó que el título de adquisición haya sido anterior a esa disolución, pertenecen a la cónyuge sobreviviente y no pueden hacer parte de los inventarios y avalúos.”

Citación jurisprudencial: Sala de Casación Civil y Agraria, sentencia del 17 de enero de 2006, MP. Dr. Manuel Isidro Ardila Velásquez, expediente 02850, reiterada el 25 de agosto de 2011, MP. Dr. Fernando Girado Gutiérrez, expediente. 11001-3103-005-2003-05008-01. / 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, octubre seis (6) de dos mil dieciséis (2016) 

Expediente 66088-31-89-001-2014-00096-02
Se deciden por medio de esta providencia los recursos de apelación que interpusieron las apoderadas de los interesados reconocidos en el proceso de sucesión del causante Carlos Enrique Jaramillo Álzate, frente al auto proferido el 8 de febrero del presente año por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría.

ANTECEDENTES

1.- En el referido proceso, el 4 de febrero de 2015, se realizó la diligencia de inventarios y avalúos, acto en el cual las apoderadas de los interesados presentaron la relación de activos y pasivos que conforman la masa herencial.
2.- La abogada Carolina María Jaramillo Gallón, quien actúa a nombre propio y como apoderada de la cónyuge supérstite y de todos los herederos, excepto de la menor Juliana Jaramillo Marín, denunció como activo de la sucesión el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 293-12438 de la oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría.

3.- Por su parte, la apoderada de la citada menor denunció como activos, además del anterior inmueble, los identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 293-19766 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría 290-117611 y 290-117590 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

4.- De esos inventarios y por auto del 7 de mayo del año anterior, se dio traslado a los interesados para que tuvieran oportunidad de objetarlos. Oportunamente lo hizo la abogada Carolina María Jaramillo Gallón para solicitar la exclusión de los inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias números 293-19766, 290-117611 y 290-117590, porque, según dice, fueron adquiridos por la señora Regina María Giraldo Gómez con posterioridad a la fecha del fallecimiento del causante Carlos Enrique Jaramillo Álzate, con sus propios recursos.

5.- Surtido el trámite correspondiente, por auto del 8 de febrero de este año, decidió la señora Jueza Única Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría no excluir de los inventarios el predio con matrícula inmobiliaria número 293-19766 y dejar por fuera de ellos, los identificados con los  números 290-117590 y 290-117611.

Para decidir así, expresó que de acuerdo con las pruebas allegadas al proceso, lo establecido en la Ley 28 de 1932 y jurisprudencia que transliteró, el primero de los inmuebles pertenece a la sociedad conyugal porque la señora Regina María Giraldo Gómez adquirió sus derechos en él en vigencia de la sociedad conyugal que tuvo con el causante, mientras que los demás, los obtuvo cuando tal sociedad se hallaba disuelta.

6.- Inconformes con esa providencia, ambos grupos de interesados la apelaron.

6.1 La abogada de la menor Juliana Jaramillo Marín, alegó que los bienes excluidos por el Juzgado de primera sede sí hacen parte de la sociedad conyugal en razón a que fueron adquiridos por la señora Regina María Giraldo Gómez por compra efectuada el 10 de marzo de 1997, es decir cuando aún no había sido liquidada en debida forma la sociedad conyugal disuelta por la muerte del difunto y con dineros que obtuvo de los bienes de la herencia, pues no tenía otras fuentes de ingreso. Pidió se incluyeran en los inventarios y avalúos.

6.2 La apoderada de los demás interesados manifestó que contrario a lo decidido por el juzgado de primer nivel, el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 293-19766 debe ser excluido de la masa sucesoral porque fue adquirido por la cónyuge supérstite con posterioridad a la disolución de la sociedad conyugal que había conformado con el causante. Expresó que la nuda propiedad no es una forma de adquirir el dominio de un bien, pues solo representa un derecho incompleto que se vino a consolidar, mucho después de la disolución de la sociedad conyugal. Pidió la exclusión del referido bien; en subsidio, ordene la práctica del avalúo del inmueble por perito toda vez que no reposa en el expediente avalúo técnico del mismo
.

CONSIDERACIONES

1.- Corresponde decidir por medio de esta providencia si los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias Nos. 293-19766 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, 290-117611 y 290-117590 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, en cabeza de la cónyuge sobreviviente, hacen parte de la sociedad conyugal que tuvo con el causante Carlos Enrique Jaramillo Alzate, para en últimas determinar si deben ingresar como activo social a la diligencia de inventarios y avalúos, lo que en consecuencia permitirá establecer si fue acertada la decisión que adoptó la funcionaria de primera sede en el auto que se revisa.

2.- Las normas contenidas en el libro 4º, título XXII, capítulos I a IV del Código Civil, permiten la previa celebración de convenciones entre los cónyuges sobre los bienes que aportan a la sociedad conyugal y a las concesiones y donaciones que se quieran hacer el uno al otro, de presente o futuro. Si guardan silencio sobre ese punto, por ministerio de la ley quedan sometidos al sistema de sociedad conyugal.

Sobre la estructura de la sociedad de bienes descansa todo el sistema económico marital, especialmente en cuanto al tratamiento que reciben los bienes que cada uno de los esposos aporta, los que adquieren con posterioridad, su administración, disposición, régimen contractual, las causales de disolución y el procedimiento para su liquidación.

Mientras la sociedad subsiste, se distinguen los bienes de propiedad exclusiva de los cónyuges, en ninguno de los cuales tiene parte la sociedad conyugal y básicamente están constituidos por los bienes raíces en cabeza de cada uno, antes de formalizar la unión, los que se adquieren en vigencia de la unión a título de donación, herencia o legado y todos aquellos que se hubiesen reservado como propios en capitulaciones, y por último, los bienes de la sociedad conyugal que son aquellos que figuran a nombre de uno u otro y que  administran libremente.

Producida la disolución de la sociedad, surge una comunidad formada por los bienes sociales, la que pasa a ser administrada por los comuneros, se consolidan el activo y el pasivo sociales que serán la base para realizar los inventarios y posterior liquidación. 
El artículo 1º de la ley 28 de 1932 dice: “durante el matrimonio cada uno de los cónyuges tiene la libre administración de los bienes que le pertenezcan al momento de contraer matrimonio o que hubiere aportado a él como de los demás que por cualquier causa hubiere adquirido o adquiera; pero a la disolución del matrimonio o en cualquier otro evento en que conforme al código civil deba liquidarse la sociedad conyugal, se considerará que los cónyuges han tenido esa sociedad desde la celebración del matrimonio, y en consecuencia se procederá a su liquidación".

3.- En el proceso están acreditados los siguientes hechos:
3.1 Los señores Carlos Enrique Jaramillo Alzate y Regina María Giraldo Gómez contrajeron matrimonio católico el 28 de junio de 1954
, así se desprende de la partida de origen eclesiástico que se aportó con la demanda que es prueba supletoria del estado civil, tal como lo ha explicado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia: “Sobre el mismo particular, esta Sala ha expresado que “…en materia de pruebas del estado civil de las personas corresponde al juez sujetarse a las pruebas pertinentes que, según la época en que se realizó el hecho o, acto del caso, determina su aplicación, sin perjuicio de acudirse a los medios probatorios de la nueva ley (art. 39 decreto ley 153 de 1887). Por consiguiente, los estados civiles generados antes de 1938 pueden probarse mediante copias eclesiásticas o del registro civil, y las posteriores a ese año y anteriores al 5 de agosto de 1970, lo pueden ser con el registro civil y, en subsidio, con las actas eclesiásticas; y a partir de esa fecha, solo con copia del registro civil” (CCLII, 683)…”
 
Desde la fecha en que se celebraron tales nupcias surgió entre los esposos una sociedad conyugal, ya que de otro lado no se demostró que se hubiesen sometido a un régimen diferente.

3.2 Esa sociedad terminó el 9 de julio de 1992, con la muerte del señor Carlos Enrique Jaramillo Álzate, hecho que se acredita con el certificado de origen notarial que se incorporó al proceso
 y en razón a que no se alegó ni probó que hubiese finalizado por otro medio. 
3.3 Mediante escritura pública No. 391 del 10 de septiembre de 1989, la señora Margarita de Jesús Gómez de Giraldo transfirió a sus hijos Leticia Giraldo de Velásquez, Blanca Margarita Giraldo de Garcés, Regina Giraldo de Jaramillo, Amanda Olga, Guillermo Iván y Libardo Antonio Giraldo Gómez”, la nuda propiedad sobre 6/7 cuotas de la finca territorial rural “Las Margaritas y San Francisco” ubicada en el paraje de “El Nuevo Japón” jurisdicción de Belén de Umbría, compuesta de varios lotes, conservando la vendedora la posesión y el usufructo, que se consolidará con su muerte
.
3.4 La señora Margarita de Jesús Gómez Ramírez falleció el 24 de julio de 1991, de acuerdo con el documento de origen notarial que se incorporó al proceso en el curso de esta instancia

3.5 Por escritura pública No. 2799 del 30 de septiembre de 1998, otorgada en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira se englobaron los inmuebles a que se refiere la escritura pública No. 391 del 10 de septiembre de 1989 con otros que fueron de propiedad de la señora Margarita de Jesús Gómez de Giraldo, respecto de los cuales había transferido la nuda propiedad y reservado para sí el usufructo vitalicio, identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 293-0011105, 293-0011106, 293-0011107 y 293-0011108. Los intervinientes declararon extinguido el usufructo con la muerte de la citada señora y consolidada su propiedad.
En el mismo acto, liquidaron esa comunidad y se adjudicó a la señora  Regina María Giraldo Gómez el identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 293-19766 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría
, tal como lo acredita el certificado de tradición respectivo
. 

3.6 Por escritura pública No. 771 del 10 de marzo de 1997, la señora Regina María Giraldo Gómez adquirió el 50% de los predios con matrículas inmobiliarias Nos. 290-117611 y 290-117590 inscritos en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría
. Posteriormente, mediante acto escritural No. 459 del 4 de agosto del mismo año, compró el porcentaje restante
.

4.- Está inconforme la abogada heredera y representante de la mayoría de los interesados en el proceso, con la decisión de la jueza de primera sede en incluir en los inventarios y avalúos el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 293-19766 inscrito en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, porque fue adquirido por la cónyuge sobreviviente con posterioridad a la disolución de la sociedad conyugal que formara con el causante.

El artículo 1781 del Código Civil que enlista el haber de la sociedad conyugal, dice en el numeral 5º: “De todos los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio a título oneroso.”

De acuerdo con esta disposición, cualquier bien que se adquiera durante la vigencia de la sociedad conyugal a título oneroso (compra, permuta, etc.) ingresa al haber absoluto de la sociedad conyugal. Así lo enseña la doctrina: “La ley presume (C.C. art. 66) que toda adquisición hecha por los cónyuges durante el matrimonio a título oneroso, se efectúa con dineros de la sociedad conyugal y generaliza que toda cantidad de dinero, de cosas fungibles, de especies, de créditos, todos los derechos y las acciones que se encuentren en poder de cualquiera de los cónyuges al tiempo de disolverse la sociedad conyugal, también se presume que pertenecen a ella, salvo cuando a parezca o se pruebe lo contrario sin que la confesión de uno o de ambos cónyuges constituya prueba suficiente al efecto (C.C. art. 1795)
”. 

De acuerdo con las pruebas atrás citadas, la señora Regina María Giraldo Gómez adquirió, el 10 de septiembre de 1989, a título de venta, la nuda propiedad, junto con sus hermanos, sobre el inmueble conocido como “Las Margaritas y San Francisco” y el 25 de julio de 1991, con la muerte de la vendedora, su madre, la señora Margarita de Jesús Gómez Ramírez, se consolidó la propiedad. Es decir, todo ello acaeció en vigencia de la sociedad conyugal que tuvo con el causante, la que se disolvió con su fallecimiento, hecho acaecido el 9 de junio de 1992. Por ende, se trataba de un bien social.

Producida esa disolución, por escritura pública otorgada el 30 de septiembre de 1998, el referido bien se englobó con otros, de distintos propietarios; en ese mismo instrumento público, aquel que resultó de la unión se dividió entre todos ellos y correspondió a la citada señora, en adjudicación, una porción del mismo, al que se le otorgó la matrícula inmobiliaria No. 293-19766.

Esa situación, propiciada por la cónyuge sobreviviente, no justifica excluirlo de los inventarios, pues sin desprenderse del dominio sobre el derecho que tenía sobre aquel que había adquirido en vigencia de la sociedad conyugal, lo incluyó, luego de la disolución, en el acto por medio del cual se englobó con otros, para inmediatamente partir el que surgió de ese englobe.

En esas condiciones, estima la Sala que es posible, en este caso, dar aplicación al artículo 1793 del Código Civil, según el cual: “Se reputan adquiridos durante la sociedad los bienes que durante ella debieron adquirirse por uno de los cónyuges, y que de hecho no se adquirieron sino después de disuelta la sociedad por no haberse tenido noticia de ellos o por haberse embarazado injustamente su adquisición o goce…” Ello, en armonía con el artículo 1792 de la misma obra que excluye de sociedad conyugal los bienes que en su vigencia se adquieren, así sea de manera onerosa, cuando la causa o título de adquisición ha precedido a ella.

En efecto, como fue en vigencia de la sociedad conyugal que la cónyuge del causante obtuvo la propiedad de un inmueble, en común y proindiviso con sus hermanos, el que luego de disuelta englobó con predios de otras personas, para partirlo y recibir en adjudicación una porción del que surgió, precisamente el que se denunció como activo social, puede decirse que la causa de este último derecho se generó en  vigencia de la referida sociedad y por tanto, a ella pertenece. Darle el tratamiento de un bien nuevo, conseguido después de disuelta, rompe el equilibrio que las dos últimas normas citadas pretenden mantener y a las que se ha referido la Corte Suprema de Justicia, aunque tratando asuntos diferentes a los que ahora ocupa la atención, diciendo:
“Acaso es esta la razón por la que la Corte lo haya sostenido de ese modo (G.J. t. LXXIX, pág. 124) y que autorizados expositores afirmen, en ese mismo sentido, que "así como los bienes adquiridos durante la sociedad, por una causa o título anterior a ella, pertenecen al cónyuge adquirente, los que se adquieran después de su disolución, por una causa o título oneroso generado durante la vigencia, pertenecen a la sociedad. Para determinar el carácter de un bien no se atiende a la época de la adquisición del dominio sino a aquella en que se genera la causa o título que la produce (...) De ahí que los inmuebles adquiridos en virtud de un título oneroso generado durante la sociedad (...) pertenecen a ella, aunque la adquisición efectiva haya sido el motivo que la retardó: por no haberse tenido noticia de los bienes, por habérsela embarazado injustamente, por olvido, descuido o negligencia, falta de tiempo, caso fortuito, etc. (...) Se ha fallado, por eso, que es de la sociedad conyugal el inmueble comprado por el marido, durante su vigencia, aunque se inscriba después de la solución de la sociedad producida por el fallecimiento de la mujer" (Alessandri Rodríguez, Arturo, Tratado Práctico de las Capitulaciones Matrimoniales, de la Sociedad Conyugal y de los Bienes Reservados de la Mujer Casada, Imprenta Universitaria, Santiago de Chile, 1935, pág. 220)...”

La Sala no comparte el argumento de la apoderada heredera y representante de la mayoría de los interesados en este proceso, pues tal como se consignó en la escritura pública No. 391 del 10 de septiembre de 1989, la vendedora se reservó el usufructo del inmueble que vendió a sus hijos hasta su fallecimiento, fecha en que se consolidaría la propiedad. Por tanto, no resulta acertado su razonamiento en cuanto aduce que esa propiedad se consolidó con la división de la comunidad, pues esa no fue la fecha que se estableció con tal fin.

4. Por su parte, la mandataria judicial de la menor Juliana Jaramillo Marín  está inconforme con la exclusión del inventario de los bienes identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 290-117611 y 290-117590 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, porque según ella, se repite, fueron adquiridos por la cónyuge supérstite cuando aún no se había liquidado la sociedad conyugal que había formado con el causante Carlos Enrique Jaramillo Álzate y porque asegura, los obtuvo con dineros producto de la administración de los bienes relictos.

De acuerdo con las pruebas recogidas en el plenario y que se relacionaron en otro aparte de esta providencia, los referidos inmuebles fueron adquiridos por la cónyuge sobreviviente después de disuelta la sociedad conyugal que tuvo con el causante, pues este hecho se produjo con su muerte acaecida el 9 de julio de 1992, mientras que los inmuebles los adquirió la citada señora por medio de las escrituras públicas Nos. 771 del 10 de marzo de 1997 y 459 del 4 de agosto siguiente.

Y no puede acogerse el argumento de la impugnante en cuanto considera que a la sociedad conyugal pertenecen porque para cuando la citada  señora los compró no se había aun liquidado tal sociedad, pues de acuerdo con los argumentos que a esta providencia se han traído, con la muerte del causante aquella se disolvió y surgió una comunidad, integrada por el activo y el pasivo social, que es menester liquidar. 
Además, porque no se está frente a situación con la que consagra el artículo 1793 del Código Civil, atrás transcrito.
En conclusión, los referidos bienes fueron adquiridos por la señora Regina María Giraldo Gómez con posterioridad a la fecha en que se disolvió la sociedad conyugal y como no se probó que el título de adquisición haya sido anterior a esa disolución, pertenecen a la cónyuge sobreviviente y no pueden hacer parte de los inventarios y avalúos.

5.- De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el auto apelado.

No se impondrá condena en costas a los interesados reconocidos en el proceso, pues ninguno de los distintos grupos que impugnaron la decisión, resultó favorecido con la decisión que se ha de adoptar.
6.- Se negará la petición que en forma subsidiaria formuló la apoderada de la cónyuge sobreviviente, tendiente a obtener se ordene un avalúo comercial de predio identificado con matrícula inmobiliaria No. 293-19766 porque no reposa en el expediente, pues lo relacionado con ese tema y en caso de desacuerdo entre los interesados sobre el valor de los bienes que se incluyen en unos inventarios, debió plantearse al juez en la diligencia en la que se hace la denuncia respectiva de acuerdo con el artículo 600 del Código de Procedimiento Civil. Por tanto, la solicitud elevada resulta extemporánea.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E   

1º.- CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 8 de febrero del año en curso, en el proceso de sucesión del causante Carlos Enrique Jaramillo Álzate.
2º.- No se ordena el avalúo comercial del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 293-19766.
3º.- Sin costas.

Notifíquese, 
La Magistrada,


CLAUDIA MARIA ARCÍLA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O
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� Folio 2,  cuaderno de copias del cuaderno principal


� Sala de Casación Civil, sentencia del 7 de marzo de 2003, MP. Dr. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo, expediente 7054


� Folio 1, cuaderno de copias del cuaderno principal


� Folios 36 a 38, copias trámite incidental


� Folio 10, cuaderno No. 4


� Folios 9 a 17, copias  trámite incidental


� Folios 5 y 6, copias trámite incidental


� Folios 20 a 27, copias trámite incidental


� Folios 28 a 32, copias trámite incidental.


� Cañón Ramírez Pedro Alejo. Sociedad conyugal y concubinato. 2ª Edición. Editorial ABC. Bogotá, 1998, página 77.


� Sala de Casación Civil y Agraria, sentencia del 17 de enero de 2006, MP. Dr. Manuel Isidro Ardila Velásquez, expediente 02850, reiterada el 25 de agosto de 2011, MP. Dr. Fernando Girado Gutiérrez, expediente. 11001-3103-005-2003-05008-01
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